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¿Y si el secreto bancario no fuera 
el problema? 

menudo escuchamos que para combatir 

al crimen organizado hay que “seguir la 

ruta del dinero” y que las restricciones al 

secreto bancario son el principal obstá- 

culo. En ese contexto, ha resurgido la idea de 

eliminar de forma permanente y generalizada 

el secreto bancario. Sin embargo, aunque es 

urgente fortalecer las capacidades del Estado 

frente al crimen organizado transnacional 

y su convergencia con otros delitos como el 

lavado de activos, esta propuesta implica 

riesgos serios para el equilibrio entre una me- 

dida que busca combatir al crimen y garantías 

individuales. 

En Chile, el secreto bancario no es absoluto, 

pudiendo levantarse cuando hay razones 

fundadas para hacerlo. De hecho, desde que la 

Unidad de Análisis Financiero (UAF) tiene esta 

facultad, ha solicitado el levantamiento del 

secreto bancario 63 veces desde 2007 y nunca 

se le ha denegado. Es decir, al sistema de in- 

teligencia financiero ya se le permite acceder 

ala información bancaria cuando correspon 

de, sin obstaculizar las investigaciones que 
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“Lo decisivo para el 
combate al bolsillo de las 
organizaciones criminales 
es contar con inteligencia 
financiera robusta, marcos 
regulatorios sólidos y mayor 
tecnología”, entre otras 
condiciones. 
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El veto que profundiza la 
incertidumbre en la gestión del agua 

ras un extenso debate legislativo, el pasado 

15 de mayo gran expectación generó la 

aprobación en el Congreso del proyecto de 

ley Boletín 17322-03, una de las iniciati- 

vas emblemáticas del Ejecutivo para abordar 

el fenómeno de la permisología. Este proyecto 

busca modificar más de 30 cuerpos normativos 

con el objetivo de simplificar diversos trámites 

ante las autoridades gubernamentales y, de 

este modo, fomentar una mayor inversión en el 

país. Sin embargo, cuando se esperaba su pronta 

promulgación, el pasado 2 de junio el Presidente 

de la República presentó un veto presidencial 

con el fin de suprimir disposiciones destinadas a 

modificar el Código de Aguas, lo que causó gran 

sorpresa en distintos sectores vinculados al uso 

de los recursos hídricos. 

En este contexto, uno de los cambios más 

relevantes e innovadores que introducía este 

proyecto era la facultad otorgada a la Direc 

ción General de Aguas (DGA) para autorizar, de 

manera transitoria y con la aprobación previa de 

la respectiva Junta de Vigilancia o Comunidad 

de Aguas Subterráneas, los cambios de punto 

de captación y los traslados del ejercicio de los 

derechos de aprovechamiento de aguas. Esta 

autorización temporal permitiría a los titulares 

comenzar a utilizar sus derechos mientras se 

resuelva la solicitud definitiva, contribuyendo 

así a superar una de las principales dificultades 

que enfrentan en la actualidad. 

Hoy en día, debido a la ineficiencia y la falta 

de recursos de la DGA, quienes solicitan el cam- 

bio de sus derechos deben esperar varios años 

para obtener una resolución definitiva. En casos 

extremos, la tramitación de estas solicitudes ha 
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“La decisión del Presidente 
Boric, más allá de sus 
fundamentos, genera 
frustración en un contexto 
donde la gestión del agua 
requiere más agilidad, no 
menos”. 
llegado a demorar más de cuatro años. Durante 

este período, los solicitantes no pueden utilizar 

de manera efectiva el recurso hídrico, pero 

siguen obligados a pagar patentes por no uso 

y enfrentan, además, el riesgo de perder sus 

derechos por esta misma causa. Esta situación 

constituye un contrasentido jurídico y adminis 

trativo que afecta transversalmente a cientos 

de usuarios, desde pequeños agricultores hasta 

grandes inversionistas, con impactos directos 

en la competitividad de proyectos agrícolas, 

industriales y de infraestructura hídrica. 

Este mecanismo de autorizaciones provisio- 

nales no buscaba eludir la regulación ni debilitar 

el control del Estado sobre el recurso hídrico, 

sino ofrecer una herramienta razonable para 
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buscan “seguir la ruta del dinero”. 

Tanto la OCDE como el Grupo de Acción 

Financiera de Latinoamérica (Gafilat) coinci- 

den en que el secreto bancario no debe ser un 

obstáculo para combatir delitos financieros, 

pero también advierten que su levantamiento 

debe ser excepcional, proporcional y con los 

correctos controles legales para su ejercicio. 

No promueven su eliminación general, sino 

más bien un acceso regulado, con fines legíti- 

mos y supervisión adecuada. 

En el caso chileno, Gafilat ha dado por ma- 

yormente cumplidas sus recomendaciones so= 

bre el acceso a esta información, reafirmando 

que en el país hay acceso cuando se requiere a 

esta información. 

Eliminar el secreto bancario de forma 

permanente no garantiza que el crimen 

organizado no obtenga ganancias ni deje de 

operar. Ello, porque la experiencia internacio- 

nal muestra que lo decisivo para el combate 

al bolsillo de las organizaciones criminales es 

contar con inteligencia financiera robusta que 

alerte de manera temprana a las autoridades 

  

mitigar los efectos de la excesiva lentitud de los 

trámites llevados adelante ante la DGA. Por ello, 

muchos veían esta disposición como un avance 

muy necesario. 

Asimismo, esta innovación no representaba 

una amenaza para la sustentabilidad de la cuen- 

ca -como se ha sostenido-, ya que se encomen- 

daba a la DGA la dictación de una resolución que 

estableciera las condiciones para el otorgamien= 

to de estas autorizaciones transitorias, conside- 

rando especialmente la situación hidrológica o 

hidrogeológica de cada cuenca o región. 

De esta manera, el reciente veto presidencial 

ha venido a suprimir esta facultad, interrum- 

piendo una reforma que apuntaba precisamente 

a aliviar uno de los cuellos de botella más rele- 

vantes en la gestión del recurso. La decisión del 

Presidente, más allá de sus fundamentos, genera 

frustración en un contexto donde la gestión del 

agua requiere más agilidad, no menos. 

Más allá de la coyuntura actual, hago un 

llamado a que este Gobierno -o el que le suce= 

da- aborde la verdadera raíz del problema: es 

imprescindible dotar a la DGA de los recursos 

presupuestarios, humanos y tecnológicos 

necesarios para tramitar este tipo de solicitudes 

de manera más eficiente. No podemos seguir 

dependiendo de soluciones transitorias mientras 

persistan las deficiencias estructurales que afec- 

tan la gestión del agua. Postergar las soluciones 

solo agravará los problemas. Abordar estas 

deficiencias es esencial para reducir la actual 

incertidumbre regulatoria y dar señales claras 

al mercado sobre la voluntad de modernizar la 

gestión pública en un ámbito tan estratégico 

como el del agua. 

persecutoras, marcos regulatorios sólidos, 

mayor tecnología, cooperación efectiva entre 

los entes públicos y privados, no un acceso 

irrestricto a las cuentas bancarias. 

Es más, los grupos criminales más sofisti- 

cados suelen operar fuera del sistema formal, 

mediante testaferros, efectivo o estructuras 

paralelas al sistema financiero formal. Por 

ello, plantear que el levantamiento perma- 

nente del secreto bancario sería una “bala de 

plata” contra el crimen organizado es simpli- 

ficar en exceso un problema complejo. 

En tiempos electorales, donde proliferan 

propuestas para enfrentar la crisis de segu- 

ridad y la ciudadanía, con razón, demanda 

respuestas firmes y urgentes, es esencial estar 

atentos frente a aquellas soluciones que, bajo 

la apariencia de ser balas de plata, puedan 

comprometer derechos fundamentales. 

La eficacia en seguridad no se logra debi- 

litando las garantías del Estado de Derecho, 

sino fortaleciendo las capacidades investiga- 

tivas de sus instituciones dentro del marco 

democrático. 

    CARTAS 

' El millonario costo de una 
norma electoral obsoleta 

Señor Director: 

La actual normativa que obliga al cierre del comer- 

cio en establecimientos administrados bajo una 

misma razón social -malls, stripcenters, caracoles 

y galerías- durante las jornadas electorales, dejó 

de tener sentido hace tiempo. Es una norma ana- 

crónica y discriminatoria, que genera importantes 

pérdidas al sector, especialmente en regiones, 

donde muchas PYME funcionan en estos recintos, 

y afecta también a los trabajadores, que dejan de 

percibir las comisiones respectivas. 

Esta disposición data de 2004, cuando la inscrip- 

ción era voluntaria y se necesitaban incentivos 

adicionales para fomentar la participación. Hoy, 

tenemos inscripción automática, voto obligatorio y 

hasta se eliminó la ley seca. Como se demostró en 

las elecciones de octubre pasado, cuando se permi- 

tió que el sábado el comercio funcionara con nor- 

malidad, la participación ciudadana puede convivir 

perfectamente con las actividades económicas. 

Un fin de semana representa cerca de 30% de las 

ventas semanales del rubro. En el último cierre 

eleccionario la ventas minoristas del país cayeron 

45%, con relación a un domingo normal, con 

pérdidas en torno US$ 90 millones. Esta medida 

solo favorece al comercio informal, por lo que es 

hora de avanzar hacia una legislación moderna. 

Votar y trabajar no son actividades incompatibles. 

Castigar al sector más regulado del país con cada 

elección, sí lo es. 
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